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De este modo, la interventoría: i) será un mecanismo de vigilancia contingente en la medida que solo es obligatorio para el seguimiento de los contratos de obra adjudicados por licitación pública ‒art. 32, numeral 1, Ley 80 de 1993‒; en los demás casos se requerirá cuando “el	seguimiento del contrato suponga conocimiento especializado en la materia, o cuando la complejidad o la extensión de este lo justifiquen” ‒art. 83, Ley 1474 de 2011‒. ii) Este mecanismo de vigilancia exige, en su ejecución, la utilización de conocimientos especializados. iii) Por lo anterior, la entidad contrata un experto, en principio, a través de un concurso de méritos, al tratarse la interventoría de una especie del contrato de consultoría ‒art. 32, numeral 2, inciso 2, Ley 80 de 19931‒, de manera que la interventoría es realizada por una “persona natural o jurídica contratada para tal fin por la Entidad Estatal” ‒art. 83, Ley 1474‒. iv) Le es inherente el seguimiento técnico, frente a la vigilancia de la correcta ejecución del contrato vigilado; sin embargo, el artículo 83 de la Ley 1474 de 2011 permite que en el contrato de interventoría también se pacten obligaciones para que el contratista realice el seguimiento administrativo, financiero, contable o jurídico. v) En caso de que no se encomiende al interventor el seguimiento total del contrato, en el contrato de interventoría “se deberán indicar las actividades técnicas a cargo del interventor y las demás quedarán a cargo de la Entidad a través del supervisor” ‒art. 83, inciso 3‒. Finalmente, vi) el contrato de interventoría será supervisado directamente por la entidad ‒art. 83, inciso 4.
CONTRATOS DE INTERVENTORIA – Adición – Limite del parágrafo del artículo 40 de la Ley 80 de 1993 – Excepción articulo 85 Ley 1474 de 2011
Pero, el hecho de que el artículo 85 de la Ley 1474 de 2011 disponga que no aplica el límite previsto en el parágrafo del artículo 40 de la Ley 80 de 1993 respecto de los contratos que tengan por objeto la interventoría no significa que la posibilidad de incrementar su valor sea absoluta. Como lo señaló la Corte Constitucional en la Sentencia C-300 de 2012, las adiciones de los contratos estatales siempre deben respetar el principio de planeación. Adicionalmente, la entidad estatal debe garantizar los principios de la función administrativa y de la gestión fiscal al momento de autorizar las adiciones de los contratos de interventoría.
Con base en las anteriores consideraciones, es posible afirmar que la normativa aplicable a la prórroga y adición de los contratos de interventoría prevé una clara y expresa excepción, contenida en el artículo 85 de la Ley 1474 de 2011, según la cual no es aplicable la regla que las limita a un tope máximo del 50% del valor inicial del contrato. En efecto, el supuesto normativo del artículo 85 materializa la “continuidad de la interventoría”, en virtud de la cual dichos contratos “podrán prorrogarse por el mismo plazo que se haya prorrogado el contrato objeto de vigilancia. En tal caso el valor podrá ajustarse en atención a las obligaciones del objeto de interventoría, sin que resulte aplicable lo dispuesto en el parágrafo del artículo 40 de la Ley 80 de 1993”. En tal sentido, siempre que el contrato a adicionar sea de interventoría, esto es, que tenga como objeto vigilar la adecuada ejecución de uno u otros contratos estatales, en los términos establecidos en el artículo 83 de la Ley 1474 de 2011, resulta aplicable el artículo 85 de la Ley 1474 de 2011 y sería posible adicionar el contrato de interventoría en más del 50% de su valor inicial.
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	Radicación:           
	Respuesta a consulta con radicado N.º 1_2026_07_07_009006



Estimada señora Vergara;
 
En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en el artículo 4 de la Resolución 1707 de 2018 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde a su solicitud radicada ante esta entidad el 07 de julio de 2026 en la cual manifiesta lo siguiente:
“Se debe prorrogar un contrato de interventoría para garantizar el seguimiento, vigilancia y control de una obra pública, no obstante, a la fecha de la prórroga de dicho contrato el CDP para el reconocimiento del valor adicional por mayor permanencia de interventoría se encuentra en trámite. Una vez se tenga el CDP mediante un nuevo otrosí se adiciona el valor al contrato de acuerdo al tiempo prorrogado.
¿La situación descrita anteriormente es válida? Entendiendo que el deber ser es en un mismo documento jurídico prorrogar el plazo y adicionar valor al contrato de interventoría, sin embargo, en aras de no atrasar la programación en la ejecución de la obra se tuvo que actuar de este modo”
De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales.       
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 
 
I. Problema planteado:
 
De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá el siguiente problema jurídico: ¿Es jurídicamente procedente prorrogar un contrato de interventoría sin contar al momento de la prórroga con el CDP para financiar la mayor permanencia, y posteriormente, una vez expedido este, adicionar el valor del contrato mediante un otrosí?
 
II. Respuesta:
 
	         De manera preliminar y para efectos de resolver la consulta, resulta necesario distinguir entre la prórroga del plazo de ejecución del contrato de interventoría y la adición de los recursos necesarios para remunerar las obligaciones derivadas de la mayor permanencia, así como determinar el momento en que deben encontrarse satisfechos los requisitos presupuestales asociados a dicha modificación.
        Así las cosas, el artículo 85 de la Ley 1474 de 2011 establece una regla especial respecto de los contratos de interventoría, al disponer que estos podrán prorrogarse por el mismo plazo en que se haya prorrogado el contrato objeto de vigilancia y que, en tal caso, su valor podrá ajustarse en atención a las obligaciones derivadas del objeto de interventoría. De esta disposición se desprende que la ampliación del plazo de la interventoría y el ajuste de su valor son modificaciones relacionadas, pero jurídicamente diferenciables.
         Sobre este particular, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, mediante el Concepto C-711 del 21 de noviembre de 2024, señaló que corresponde a la entidad estatal analizar la viabilidad financiera, técnica y jurídica de la adición presupuestal de acuerdo con el tiempo de la prórroga del contrato vigilado. Asimismo, precisó que, cuando la prórroga genere gastos adicionales que no puedan ser cubiertos con los saldos existentes del contrato, deben adicionarse los recursos necesarios para su ejecución. Por el contrario, cuando existan saldos suficientes para respaldar el período adicional, corresponde a la entidad justificar que estos resultan suficientes y que, por tanto, no es necesaria una nueva adición.
        En este sentido, la circunstancia de que la entidad prorrogue inicialmente el contrato de interventoría y posteriormente formalice la adición económica no determina, por sí misma, la invalidez de la actuación. Lo jurídicamente relevante consiste en establecer si, al momento de iniciar la ejecución de la prórroga, existían los recursos necesarios para respaldar las obligaciones económicas derivadas de la mayor permanencia o si la entidad había perfeccionado oportunamente la correspondiente adición contractual y presupuestal.
         Lo anterior debe analizarse conjuntamente con las reglas del Estatuto Orgánico del Presupuesto, particularmente el artículo 71 del Decreto 111 de 1996, conforme al cual ningún órgano podrá contraer obligaciones sobre apropiaciones inexistentes o en exceso del saldo disponible. De esta manera, cuando la prórroga implique una obligación económica adicional a cargo de la entidad, la correspondiente afectación presupuestal debe encontrarse debidamente respaldada antes de asumir el compromiso en los términos exigidos por la normativa presupuestal.
        Ahora bien, el aspecto determinante para el caso objeto de consulta se encuentra en el momento en que se efectúa la adición económica. En el Concepto C-711 del 21 de noviembre de 2024, esta Agencia fue expresa al señalar que no puede realizarse la adición del contrato en una fecha posterior al inicio de la ejecución de la prórroga cuando dicha adición tiene por objeto reconocer los recursos correspondientes a las actividades ejecutadas durante ese período. Una actuación de esta naturaleza podría implicar el reconocimiento de hechos cumplidos, circunstancia que no resulta admisible dentro del régimen presupuestal colombiano y que, además, podría evidenciar deficiencias en la planeación contractual.
         Por consiguiente, si la entidad determinó que la prórroga de la interventoría generaba necesariamente una mayor remuneración para el contratista, no resulta jurídicamente adecuado que la interventoría comience a ejecutar las obligaciones correspondientes al período prorrogado y que, con posterioridad, se expida el CDP y se suscriba un otrosí para adicionar los recursos destinados a remunerar dichas actividades. En tal supuesto, la posterior modificación no estaría simplemente formalizando una decisión previamente adoptada, sino que podría estar otorgando respaldo presupuestal y contractual a obligaciones que ya fueron ejecutadas.
         Distinto sería el supuesto en el cual la prórroga se formaliza oportunamente para garantizar la continuidad de la interventoría, pero la ejecución de las actividades correspondientes al período adicional se encuentra sujeta a la previa expedición del CDP, la formalización de la adición económica y la expedición del respectivo registro presupuestal. En este escenario, la utilización de dos instrumentos modificatorios distintos —uno para prorrogar y otro para adicionar el valor— no constituiría, por sí misma, una irregularidad, siempre que la segunda modificación se perfeccione antes del inicio de la ejecución que genera el mayor costo.
         Así las cosas, el hecho de que la entidad haya tenido que tramitar separadamente la prórroga y la adición económica debido a que el CDP se encontraba en trámite no permite, por sí solo, concluir que la actuación haya sido contraria al ordenamiento jurídico. La valoración debe centrarse en determinar si la prórroga fue ejecutada durante el período en el cual todavía no existía respaldo presupuestal suficiente para atender las obligaciones económicas que generaba.
         En consecuencia, si al momento de suscribirse el primer otrosí únicamente se prorrogó el plazo, sin comprometer recursos adicionales, y antes de iniciar la ejecución de las obligaciones correspondientes al período prorrogado se expidió el CDP, se perfeccionó la adición contractual y se efectuó el correspondiente registro presupuestal, la actuación podría considerarse jurídicamente procedente. En cambio, si la interventoría continuó ejecutando sus obligaciones durante la prórroga y solo posteriormente se obtuvo el CDP y se adicionó el valor contractual para remunerar dicha ejecución, la actuación no se ajustaría al criterio establecido por esta Agencia en el Concepto C-711 de 2024, al existir el riesgo de configurar un hecho cumplido.
         De esta manera, la circunstancia de que la entidad haya optado por dos otrosíes sucesivos, en lugar de incorporar la prórroga y la adición en un único documento, no constituye por sí misma el elemento determinante de la validez de la actuación. Lo determinante es que la modificación económica y su correspondiente respaldo presupuestal se produzcan antes de que se ejecuten las obligaciones que generan el mayor valor contractual, garantizando además el equilibrio económico del contrato y la adecuada planeación de la modificación.
         Finalmente, debe advertirse que el análisis en torno a un proceso de contratación especifico debe ser realizado por quienes tengan interés en ello. De esta forma, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponderá a los interesados de adoptar la decisión y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
         Así las cosas, al tratarse de un análisis que debe realizarse en un procedimiento contractual específico, esta Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del Sistema de Compras y Contratación Pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, validar sus actuaciones.


 
III. Razones de la respuesta:
 
Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones: 
 
    Desde la etapa de planeación, en la fase precontractual, las Entidades Estatales deben calcular el presupuesto oficial, mediante la realización del análisis del sector –que incluye el estudio del mercado– y definir la metodología con la cual estructurarán el precio del contrato. Dicho de otro modo, hace parte de los estudios previos la definición del esquema que la entidad usará para estipular el precio del contrato. Tal metodología generalmente depende del tipo de contrato, pues hay algunas modalidades más comunes en los de obra pública; otras más utilizadas en los de prestación de servicios y; otras más indicadas para los de concesión, por mencionar algunos ejemplos[footnoteRef:1]. [1:  “La manera como las ofertas presentan el precio varía demasiado, incluso por razón de la costumbre que se impone en determinados negocios. Por ejemplo, tratándose de la compraventa, del suministro o la prestación de servicios profesionales –entre otros contratos, que de hecho son la mayoría– el valor que se ofrece no se desglosa para revelar al destinatario su estructura de costos. El proponente se limita a establecer una cifra por la que está dispuesto a asumir ciertas obligaciones, pero el comprador desconoce cómo se compone internamente, es decir, no sabe –ni usualmente le interesa conocerlo– qué parte del valor corresponde a gastos de mano de obra, de transporte, de energía, cuál es la utilidad esperada, entre otros conceptos. En estos casos se limita a conocer con claridad absoluta cuánto le costará el bien o el servicio, porque es lo que pagará.

Sin embargo, en otros negocios, como la obra pública, la concesión y la consultoría, el Estado está acostumbrado a que se desglosen intensamente los costos, exigiendo no sólo el precio total sino una distinción entre los costos directos y los costos indirectos. Los primeros son los gastos imprescindibles para ejecutar la obra, entre los que se encuentra: la adquisición de materiales, insumos y suministros, la inversión en equipos, el pago de la mano de obra de las cuadrillas de trabajadores obreros y otros gastos afines –representados en los ítems que componen el contrato–. Los costos indirectos aluden a los gastos que también son necesarios para la obra, pero que no hacen parte de los elementos mismos con los que se construye, es decir, se trata de los costos de administración de la obra, los imprevistos que se presentan durante su ejecución y la utilidad esperada” (MARÍN CORTÉS, Fabián. El precio. Serie: Las cláusulas del contrato estatal. Medellín: Librería Jurídica Sánchez y Centro de Estudios de Derecho Administrativo –CEDA–, 2012. pp. 63-64).
] 


	Ahora bien, la Ley 1474 de 2011 enmarcó el seguimiento, control y vigilancia de la ejecución del contrato estatal dentro del principio de moralidad administrativa. El artículo 83 ibidem establece que “con el fin de proteger la moralidad administrativa, de prevenir la ocurrencia de actos de corrupción y de tutelar la transparencia de la actividad contractual, las entidades públicas están obligadas a vigilar permanentemente la correcta ejecución del objeto contratado a través de un supervisor o un interventor, según corresponda”. Además, el legislador, en el mismo artículo, definió las nociones de supervisión e interventoría, como mecanismos que pueden usar las entidades estatales para vigilar el contrato, en estos términos: 
La supervisión consistirá en el seguimiento técnico, administrativo, financiero, contable, y jurídico que, sobre el cumplimiento del objeto del contrato, es ejercida por la misma entidad estatal cuando no requieren conocimientos especializados. Para la supervisión, la Entidad estatal podrá contratar personal de apoyo, a través de los contratos de prestación de servicios que sean requeridos.
La interventoría consistirá en el seguimiento técnico que sobre el cumplimiento del contrato que realice una persona natural o jurídica contratada para tal fin por la Entidad Estatal, cuando el seguimiento del contrato suponga conocimiento especializado en la materia, o cuando la complejidad o la extensión de este lo justifiquen. No obstante, lo anterior cuando la entidad lo encuentre justificado y acorde a la naturaleza del contrato principal, podrá contratar el seguimiento administrativo, técnico, financiero, contable, jurídico del objeto o contrato dentro de la interventoría. 
	De este modo, la interventoría: i) será un mecanismo de vigilancia contingente en la medida que solo es obligatorio para el seguimiento de los contratos de obra adjudicados por licitación pública ‒art. 32, numeral 1, Ley 80 de 1993‒; en los demás casos se requerirá cuando “el seguimiento del contrato suponga conocimiento especializado en la materia, o cuando la complejidad o la extensión de este lo justifiquen” ‒art. 83, Ley 1474 de 2011‒. ii) Este mecanismo de vigilancia exige, en su ejecución, la utilización de conocimientos especializados. iii) Por lo anterior, la entidad contrata un experto, en principio, a través de un concurso de méritos, al tratarse la interventoría de una especie del contrato de consultoría ‒art. 32, numeral 2, inciso 2, Ley 80 de 1993[footnoteRef:2]‒, de manera que la interventoría es realizada por una “persona natural o jurídica contratada para tal fin por la Entidad Estatal” ‒art. 83, Ley 1474‒. iv) Le es inherente el seguimiento técnico, frente a la vigilancia de la correcta ejecución del contrato vigilado; sin embargo, el artículo 83 de la Ley 1474 de 2011 permite que en el contrato de interventoría también se pacten obligaciones para que el contratista realice el seguimiento administrativo, financiero, contable o jurídico. v) En caso de que no se encomiende al interventor el seguimiento total del contrato, en el contrato de interventoría “se deberán indicar las actividades técnicas a cargo del interventor y las demás quedarán a cargo de la Entidad a través del supervisor” ‒art. 83, inciso 3‒. Finalmente, vi) el contrato de interventoría será supervisado directamente por la entidad ‒art. 83, inciso 4. [2:  “Son también contratos de consultoría los que tienen por objeto la interventoría […]”] 

	De acuerdo con lo anterior, el interventor es un contratista externo a la entidad estatal y al contratista vigilado, de manera que es seleccionado por la entidad estatal mediante los procedimientos de selección establecidos en el EGCAP; en principio, a través de un concurso de méritos. Lo anterior, sin perjuicio de que eventualmente aplique alguna causal especial que permita la celebración de este tipo de contratos mediante una modalidad diferente, como podría suceder frente a la posibilidad de realizar, por ejemplo, una contratación de mínima cuantía. En todo caso, se reitera que un contrato, para que se considere de interventoría debe tener como objeto y finalidad vigilar la adecuada ejecución de uno u otros contratos estatales, en los términos establecidos en el artículo 83 de la Ley 1474 de 2011.

En los casos en que se requiera adicionar un contrato que tenga por objeto la interventoría de otro contrato, por cuanto el contrato objeto de vigilancia no ha concluido, ya sea porque fue suspendido el plazo o porque se amplió el plazo de ejecución, la situación se regirá por una norma especial, contenida en el artículo 85 de la Ley 1474 de 2011. Dicha norma establece:

“Artículo 85. Continuidad de la interventoría. Los contratos de interventoría podrán prorrogarse por el mismo plazo que se haya prorrogado el contrato objeto de vigilancia. En tal caso el valor podrá ajustarse en atención a las obligaciones del objeto de interventoría, sin que resulte aplicable lo dispuesto en el parágrafo del artículo 40 de la Ley 80 de 1993.

Parágrafo. Para la ejecución de los contratos de interventoría es obligatoria la constitución y aprobación de la garantía de cumplimiento hasta por el mismo término de la garantía de estabilidad del contrato principal; el Gobierno Nacional regulará la materia. En este evento podrá darse aplicación al artículo 7° de la Ley 1150, en cuanto a la posibilidad de que la garantía pueda ser dividida teniendo en cuenta las etapas o riesgos relativos a la ejecución del respectivo contrato”.

Este supuesto normativo, que materializa la “continuidad de la interventoría”, establece una excepción a la regla general de adición de los contratos estatales, en la medida en que no se tendrá en cuenta el límite del 50% del valor inicial del contrato, siempre que se trate de adicionar un contrato cuyo objeto corresponda al de interventoría, y que el contrato objeto de vigilancia haya sido prorrogado. En este sentido, la doctrina ha manifestado sobre esta disposición que “el artículo 85 no contiene impedimento para adicionar sin límite el contrato de interventoría, con una ventaja adicional: que puede ser para cualquier objeto de contrato que haya requerido contratar externamente la interventoría ”

Así las cosas, el artículo 85 de la Ley 1474 de 2011 establece una regla especial respecto de los contratos de interventoría, al disponer que estos podrán prorrogarse por el mismo plazo en que se haya prorrogado el contrato objeto de vigilancia y que, en tal caso, su valor podrá ajustarse en atención a las obligaciones derivadas del objeto de interventoría. De esta disposición se desprende que la ampliación del plazo de la interventoría y el ajuste de su valor son modificaciones relacionadas, pero jurídicamente diferenciables.
         Sobre este particular, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, mediante el Concepto C-711 del 21 de noviembre de 2024, señaló que corresponde a la entidad estatal analizar la viabilidad financiera, técnica y jurídica de la adición presupuestal de acuerdo con el tiempo de la prórroga del contrato vigilado. Asimismo, precisó que, cuando la prórroga genere gastos adicionales que no puedan ser cubiertos con los saldos existentes del contrato, deben adicionarse los recursos necesarios para su ejecución. Por el contrario, cuando existan saldos suficientes para respaldar el período adicional, corresponde a la entidad justificar que estos resultan suficientes y que, por tanto, no es necesaria una nueva adición.
        En este sentido, la circunstancia de que la entidad prorrogue inicialmente el contrato de interventoría y posteriormente formalice la adición económica no determina, por sí misma, la invalidez de la actuación. Lo jurídicamente relevante consiste en establecer si, al momento de iniciar la ejecución de la prórroga, existían los recursos necesarios para respaldar las obligaciones económicas derivadas de la mayor permanencia o si la entidad había perfeccionado oportunamente la correspondiente adición contractual y presupuestal.
         Lo anterior debe analizarse conjuntamente con las reglas del Estatuto Orgánico del Presupuesto, particularmente el artículo 71 del Decreto 111 de 1996, conforme al cual ningún órgano podrá contraer obligaciones sobre apropiaciones inexistentes o en exceso del saldo disponible. De esta manera, cuando la prórroga implique una obligación económica adicional a cargo de la entidad, la correspondiente afectación presupuestal debe encontrarse debidamente respaldada antes de asumir el compromiso en los términos exigidos por la normativa presupuestal.
        Ahora bien, el aspecto determinante para el caso objeto de consulta se encuentra en el momento en que se efectúa la adición económica. En el Concepto C-711 del 21 de noviembre de 2024, esta Agencia fue expresa al señalar que no puede realizarse la adición del contrato en una fecha posterior al inicio de la ejecución de la prórroga cuando dicha adición tiene por objeto reconocer los recursos correspondientes a las actividades ejecutadas durante ese período. Una actuación de esta naturaleza podría implicar el reconocimiento de hechos cumplidos, circunstancia que no resulta admisible dentro del régimen presupuestal colombiano y que, además, podría evidenciar deficiencias en la planeación contractual.
         Por consiguiente, si la entidad determinó que la prórroga de la interventoría generaba necesariamente una mayor remuneración para el contratista, no resulta jurídicamente adecuado que la interventoría comience a ejecutar las obligaciones correspondientes al período prorrogado y que, con posterioridad, se expida el CDP y se suscriba un otrosí para adicionar los recursos destinados a remunerar dichas actividades. En tal supuesto, la posterior modificación no estaría simplemente formalizando una decisión previamente adoptada, sino que podría estar otorgando respaldo presupuestal y contractual a obligaciones que ya fueron ejecutadas.
         Distinto sería el supuesto en el cual la prórroga se formaliza oportunamente para garantizar la continuidad de la interventoría, pero la ejecución de las actividades correspondientes al período adicional se encuentra sujeta a la previa expedición del CDP, la formalización de la adición económica y la expedición del respectivo registro presupuestal. En este escenario, la utilización de dos instrumentos modificatorios distintos —uno para prorrogar y otro para adicionar el valor— no constituiría, por sí misma, una irregularidad, siempre que la segunda modificación se perfeccione antes del inicio de la ejecución que genera el mayor costo.
         Así las cosas, el hecho de que la entidad haya tenido que tramitar separadamente la prórroga y la adición económica debido a que el CDP se encontraba en trámite no permite, por sí solo, concluir que la actuación haya sido contraria al ordenamiento jurídico. La valoración debe centrarse en determinar si la prórroga fue ejecutada durante el período en el cual todavía no existía respaldo presupuestal suficiente para atender las obligaciones económicas que generaba.
         En consecuencia, si al momento de suscribirse el primer otrosí únicamente se prorrogó el plazo, sin comprometer recursos adicionales, y antes de iniciar la ejecución de las obligaciones correspondientes al período prorrogado se expidió el CDP, se perfeccionó la adición contractual y se efectuó el correspondiente registro presupuestal, la actuación podría considerarse jurídicamente procedente. En cambio, si la interventoría continuó ejecutando sus obligaciones durante la prórroga y solo posteriormente se obtuvo el CDP y se adicionó el valor contractual para remunerar dicha ejecución, la actuación no se ajustaría al criterio establecido por esta Agencia en el Concepto C-711 de 2024, al existir el riesgo de configurar un hecho cumplido.
         De esta manera, la circunstancia de que la entidad haya optado por dos otrosíes sucesivos, en lugar de incorporar la prórroga y la adición en un único documento, no constituye por sí misma el elemento determinante de la validez de la actuación. Lo determinante es que la modificación económica y su correspondiente respaldo presupuestal se produzcan antes de que se ejecuten las obligaciones que generan el mayor valor contractual, garantizando además el equilibrio económico del contrato y la adecuada planeación de la modificación.
         Finalmente, debe advertirse que el análisis en torno a un proceso de contratación especifico debe ser realizado por quienes tengan interés en ello. De esta forma, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponderá a los interesados de adoptar la decisión y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
         Así las cosas, al tratarse de un análisis que debe realizarse en un procedimiento contractual específico, esta Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del Sistema de Compras y Contratación Pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, validar sus actuaciones.

       
IV. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:
 
	· Ley 1474 de 2011: artículo 83 y 85
· Ley 80 de 1993: art. 32, numeral 1, Ley 80 de 1993 artículo 402 art.
· Artículo 71 del Decreto 111 de 1996


 
V. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, se ha pronunciado en diferentes conceptos sobre las modificaciones y adiciones en los contratos estatales en los Conceptos Nro. C-277 de 21 de junio de 2021, C-644 de 18 de noviembre de 2021, C-755 de 21 de enero de 2022, C-152 de 1 de abril de 2022, C-267 de 5 de mayo de 2022, C-432 de 13 de julio de 2022, C-630 del 29 de septiembre de 2022, C784 del 21 de noviembre del 2022, C-398 del 27 de septiembre de 2023, C-452 del 7 de noviembre de 2023, C-463 del 22 de noviembre de 2023, C-471 del 25 de enero del 2024, C-329 del 22 de agosto de 2024, C-563 del 21 de octubre de 2024, C-903 del 2 de enero de 2024, C-1008 del 30 de enero de 2025, C-308 del 28 de abril de 2025, C-451 del 19 de mayo de 2025, C-491 del 3 de junio de 2025, C-165 del 26 de febrero de 2026, C-405 del 24 de abril de 2026 y C-621 del 25 de mayo de 2026, entre otros. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual se puede acceder a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos. 

Estos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual puede accederse a través del siguiente enlace:https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos.  
  
Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion
De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026
Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026, dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026
Finalmente, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica
Lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 
 
Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce
 
Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.
 
 Atentamente, 
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